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RESUMEN
El presente estudio busca analizar el derecho a la vida 
desde el enfoque de los derechos humanos de las mujeres, 
haciendo una exposición sobre la situación que les afecta y 
limita el ejercicio de sus derechos humanos, con énfasis en 
los derechos sexuales y reproductivos. Además, se analizan 
los marcos legales vigentes en Guatemala, que establecen la 
obligatoriedad del Estado a garantizar la prevención, atención 
y reparación en cuanto a la violencia sexual y los embarazos 
no deseados, forzados o no planificados. Así mismo se 
analizan, aquellos marcos legales que limitan el ejercicio del 
derecho de las mujeres a decidir libremente. Se realiza una 
exposición de los instrumentos internacionales en materia de 
derechos humanos, especialmente los derechos a la vida y 
se expone sobre las nuevas evidencias científicas en relación 
al inicio de la vida humana. Se colocan además algunas de 
las principales problemáticas y necesidades que afectan a las 
mujeres en el ámbito de la sexualidad.
PALABRAS CLAVE
Aborto, interrupción voluntaria del embarazo, derechos, feto, 
embrión, persona, mujer, niño.
ABSTRACT
The present study seeks to analyze the right to live from the 
perspective of women’s human rights, making a presentation 
on the situation that affects them and limits the exercise of 
their human rights, with emphasis on sexual and reproductive 
rights. In addition, the current legal frameworks in Guatemala 
are analyzed, which establish the obligation of the State to 
guarantee the prevention, attention and reparation regarding 
sexual violence and unwanted, forced or unplanned 
pregnancies. Likewise, those legal frameworks that limit the 
exercise of women’s right to freely decide are analyzed. There 
is a presentation of the international instruments on human 
rights, especially the rights to live, and exposes the new 
scientific evidence regarding the beginning of human life. 
Some of the main problems and needs that affect women in 
the field of sexuality are also placed.
KEYWORDS
Abortion, voluntary interruption of pregnancy, rights, fetus, 
embryo, person, woman, child.
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1. INTRODUCCIÓN
Guatemala cuenta con más de 16 millones de habi-
tantes de (INE, 2015) de los cuales existe una preva-
lencia importante de la población joven; alrededor 
del 69 por ciento de la población es menor de 30 
años y el 52 por ciento se estima que son mujeres. 
Este 52 por ciento es mayormente vulnerable a si-
tuaciones de violencia de género, entre las que es 
común la violación y agresión sexual. 
Anualmente se reportan más de 70,00 embarazos 
en adolescentes (OSAR, 2015) de los cuales más de 
5,000 son embarazos en menores de 14 años que 
según los marcos legales vigentes del país, son vio-
lencia sexual agravada (Decreto 9-2009).
Muchas de estas niñas y adolescentes son forzadas a 
ser madres en condiciones de pobreza, de violencia 
y de riesgos para su salud física y mental, y para su 
proyecto de vida. Se estima que el 88 por ciento de 
las niñas y adolescentes que han sido madres de-
jan la escuela, (Planned Parenthood, 2015) lo cual 
interfiere o limita sus oportunidades de desarrollo 
y trae para ellas complicaciones a su salud física y 
mental, además de acarrear implicaciones sociales 
y económicas.
Cada año en Guatemala se dan alrededor de 60,000 
interrupciones de embarazos, en los cuales más de 
21,000 mujeres son hospitalizadas por complicacio-
nes de una intervención insegura, y de ellas más de 
600 no sobreviven (Guttmacher Institute, 2009).
Muchas de estas mujeres en general no encuentran 
una respuesta en los servicios de salud con relación 
al acceso de métodos anticonceptivos para planifi-
car su vida, principalmente en la adolescencia. Se 
estima que del 69 por ciento de adolescentes que es-
tán teniendo relaciones sexogenitales en Guatemala, 
no utilizan un método anticonceptivo ni de barrera, 
(FLACSO, 2017) por lo cual son más vulnerables a 
un embarazo no deseado y temprano. De igual ma-
nera, existen barreras para el acceso al kit de anti-
concepción de emergencia en casos de violencia 
sexual, por lo que incontables embarazos que se 
pueden evitar cuando son identificados por los ser-
vicios de salud, terminan siendo una realidad para 
las víctimas, y muchos de los prestadores de salud 
manifiestan no estar de acuerdo con aplicarlo por 
ser abortivo y ser pecado, lo cual denota una falta de 
conocimiento muy fuerte del tema y peor aún, que 
se anteponen las creencias religiosas a los derechos 
humanos de las mujeres y a los avances científicos 
(Monitoreo COPIJ, 2016).
• ¿Qué pasa con las mujeres de Guatemala?
La falta de información, educación integral de la se-
xualidad, mitos, penalización social, miedo a la crí-
tica, estigma y además la penalización legal, hacen 
que las mujeres se vean forzadas a acudir a una inte-
rrupción del embarazo de manera clandestina y por lo 
general insegura, lo cual puede tener serias implica-
ciones en la salud física y en la vida de ellas, por los 
riesgos obstétricos a los que se enfrentan al tener una 
interrupción voluntaria del embarazo sin la atención 
adecuada. Además, por todas estas influencias del 
contexto, las mujeres presentan fuertes sentimientos 
de culpabilidad y conductas depresivas que ponen en 
riesgo también su salud mental, puesto que el aborto 
ha sido satanizado, hay mucho desconocimiento so-
bre el tema y no es percibido y reconocido como un 
derecho humano a decidir libremente sobre el cuerpo 
y la vida de quien tiene vida.
Diversas barreras que encuentran las mujeres en el 
acceso a sus derechos sexuales y reproductivos, son 
precisamente por la presión social y la penalización 
del aborto, la influencia religiosa, falta de informa-
ción del tema y de reconocimiento de los avances 
científicos, además por ser Guatemala un país con 
un fuerte sistema heteropatriarcal el cual adjudica a 
las mujeres roles de género que impregnan la idea en 
la sociedad, que el fin supremo de ellas es la mater-
nidad, imponiendo esa como su función principal.
Guatemala cuenta con marcos legales que estable-
cen la protección de la vida desde su concepción, y 
es en esa misma línea que esta protección a la vida 
debe ser priorizada en relación a la mujer, pero en 
la realidad se ha convertido en una forma de control 
de los cuerpos de ellas a través de la penalización le-
gal y el estigma social que conlleva una interrupción 
voluntaria del embarazo, lo que provoca que las 
mujeres se encuentren limitadas a ejercer el derecho 
a decidir sobre su cuerpo y su vida. Además, se ha 
dado la tendencia de dotar al embrión de derechos 
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y privilegiarlo en comparación con los derechos de 
la mujer.
Es por ello que es importante analizar los marcos le-
gales de una forma objetiva para coadyuvar a garan-
tizar los derechos de las personas, que tienen vida, la 
cual debe ser entendida de una manera más amplia 
en relación también al buen vivir y a poder ejercer 
los derechos a la libertad de decidir sobre el cuerpo 
y sobre la salud, y a gozar del derecho a la igualdad, 
al desarrollo integral, etc.
2. MARCO TEÓRICO
2.1 Las teorías sobre el inicio de  
la personalidad
Existen diferentes teorías sobre el inicio de la perso-
nalidad, dentro de las cuales tenemos la teoría del 
nacimiento, la cual establece que la existencia ini-
cia al nacer, desde que el nuevo ser sale al exterior 
con vida propia, y plantea que el feto no tiene vida 
independiente de la madre, así también la teoría de 
la concepción, la cual establece que el concebido 
tiene existencia independiente y por consiguiente 
debe ser considerado como posible sujeto de dere-
chos, aún antes de nacer, pero esta teoría tiene la 
imposibilidad de determinar el tiempo exacto de la 
concepción; también existe la teoría de la viabilidad, 
por la cual se exige que para reconocer la persona-
lidad del nuevo ser, no basta solamente el hecho de 
nacer viva, si no también contar con capacidad de 
seguir viviendo fuera del vientre de la madre, o sea 
que nazca en condiciones de viabilidad, y por últi-
mo existe la teoría ecléctica, por la cual se establece 
que la personalidad tiene origen con el nacimien-
to pero los derechos del nacido se retrotraen a la 
concepción. 
La Constitución Política de la República, establece 
que el Estado de Guatemala garantiza y protege la 
vida humana desde su concepción, pero el Código 
Civil guatemalteco establece que la personalidad 
jurídica comienza con el nacimiento y termina con 
la muerte, y que se le considera nacido al que está 
por nacer, para todo lo que le favorece, siempre que 
nazca en condiciones de viabilidad, por lo cual la 
Carta Magna adopta la teoría de la concepción y la 
ley específica que es el Código Civil, adopta la teoría 
ecléctica, lo cual tiende a confundir y a que se adop-
ten diferentes posiciones al respecto, por lo cual no 
hay un criterio homogéneo en relación al inicio de 
la personalidad, en cuanto a aspectos legales del or-
denamiento interno de Guatemala.
Existen diferentes instrumentos internacionales que 
establecen protección del derecho a la vida. La Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos establece 
en el artículo 3 que: “Toda persona tiene derecho a 
la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.
La Convención Americana de los Derechos Humanos 
establece: “Toda persona tiene derecho a que se res-
pete su vida. Este derecho estará protegido por la ley 
y, en general, a partir del momento de la concepción. 
Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.”
En ese sentido, existe ya una sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en la cual se 
establece que el artículo 4.1 de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos, debe entenderse en 
el sentido que: El embrión no es persona y que la 
protección del embrión se establece a través de la 
mujer embarazada. Así mismo establece que el obje-
to directo de la protección del artículo 4.1 de la Con-
vención es fundamentalmente la mujer embarazada, 
no el embrión (Corte IDH, 2012).
Dentro del marco legal del país, está establecido el 
derecho a la vida, garantizado constitucionalmen-
te, el cual establece: El Estado garantiza y protege 
la vida humana desde su concepción, así como la 
integridad y la seguridad de la persona (Artículo 3) 
refiriéndose de nuevo el marco legal nacional a vida 
humana y la persona.
2.2 Restricciones legales para acceder a la 
interrupción voluntaria del embarazo
El Código Penal de Guatemala tipifica como un deli-
to el aborto en casi todas las causales, estableciendo: 
“Aborto es la muerte del producto de la concepción 
en cualquier momento de la preñez” (Decreto 17-
73) de igual forma, el mismo marco legal establece 
como un delito el aborto procurado, el cual textual-
mente establece: 
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 La mujer que causare su aborto o consintiere 
que otra persona se lo cause, será sancionada 
con prisión de uno a tres años. Si lo hiciere im-
pulsada por motivos que, ligados íntimamente 
a su estado, le produzcan indudable alteración 
psíquica, la sanción será de seis meses a dos 
años de prisión (Decreto 17-73).
Así mismo está tipificado como un delito el aborto 
preterintencional, el aborto calificado para quien co-
labore o facilite los medios, la tentativa del aborto y 
el aborto culposo.
Es importante hacer referencia al aborto procurado, 
que es aquel en que las mujeres han tomado la de-
cisión de abortar por cualquier circunstancia, y bus-
can los medios para realizarlo, el cual es clandestino 
por lo general, por la prohibición legal y social que 
existe. Este tipo de aborto puede ser un riesgo para la 
vida de las mujeres si se realiza en condiciones inse-
guras que les provoque peligros a su salud y su vida, 
lo cual no debería suceder si se garantizara otros de-
rechos reconocidos en los marcos legales, como el 
derecho a decidir libremente cuántos hijos tener y en 
qué momento, y también el acceso sin barreras a los 
servicios de anticoncepción, así como el derecho a 
decidir libremente sobre el cuerpo.
Otro tipo de aborto que es importante analizar en 
este artículo, es el aborto terapéutico que está per-
mitido, con fines de salvar la vida de la mujer, siem-
pre que se hayan realizado todos los procedimientos 
médicos y científicos posibles, y haya más de un mé-
dico que autorice (Decreto 17-73). Este artículo es 
definitivamente irreal a las necesidades de aquellas 
mujeres que corren peligro de muerte por un emba-
razo, puesto que por la burocracia y el estigma que 
existe al respecto de este tema, muchas mujeres pre-
fieren optar a otros mecanismos clandestinos para 
salvar su vida. 
Puede pasar además que los médicos no quieran 
intervenirlas, y cuando ya se han agotado todos los 
mecanismos médicos y científicos, sea muy tarde 
para interrumpir el embarazo, por lo que se termina 
al final privilegiando al embrión que, según la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, no es aún 
una persona, y no los derechos a decidir, a la vida 
y la salud de las mujeres que son personas, y tienen 
vida propia e independiente. Además, los plazos del 
estado de gestación y el tiempo que requieren los 
procedimientos para la autorización, no son cohe-
rentes ni factibles, y en muchos casos, cuando se 
da la autorización ya ha pasado el tiempo prudente 
para realizar la interrupción, de forma segura para la 
vida de las mujeres.
2.3 Derechos humanos garantizados  
en el marco legal vigente
La Constitución Política de la República de Guate-
mala, establece en el artículo 47 el derecho de las 
personas a decidir libremente el número y espacia-
miento de sus hijos, lo cual es reforzado en la Ley 
de Desarrollo Social que establece que las personas 
tienen derecho a decidir libremente sobre su vida fa-
miliar y reproductiva (Decreto 42-2001). Este último 
marco legal, también establece la responsabilidad 
del Estado de Guatemala de incorporar dentro del 
currículo nacional base (CNB), la formación sobre 
sexualidad humana, paternidad y maternidad res-
ponsable, enfoque de género y prevención de los 
embarazos tempranos, de forma científica y laica; 
esta ley después de 16 años de aprobada no ha sido 
implementada adecuadamente y aún no es un dere-
cho garantizado con el cual se podría prevenir los 
embarazos no deseados en las mujeres.
La Ley de Acceso Universal y Equitativo a Métodos 
de Planificación Familiar y su integración al progra-
ma de salud reproductiva (Decreto 87-2005), esta-
blece que son destinatarios la población en gene-
ral, especialmente adolescentes y mujeres, y que el 
objeto de dicho marco legal, es asegurar el acceso 
a los métodos de planificación familiar, educación, 
información a la población para que las mujeres 
puedan decidir libremente si quieren tener hijos o 
no. A pesar de contar con esta ley tan importante 
para el cumplimiento de los derechos sexuales y re-
productivos de la mujeres, aún existen muchas ba-
rreras sociales, culturales y de los propios servicios 
que limitan la obtención de información sobre se-
xualidad, así como el acceso universal a los métodos 
anticonceptivos, especialmente a las adolescentes 
que por los cambios físicos, psicológicos y hormona-
les que constantemente experimentan en esa etapa 
de la vida, son la población en mayor contexto de 
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vulnerabilidad a un embarazo temprano no deseado, 
forzado o no planificado.
Ley para la Maternidad Saludable establece el derecho 
de las mujeres a una maternidad decidida, libre, salu-
dable y con el menor enfoque de riesgos obstétricos, 
por lo cual relega la responsabilidad al Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) para reali-
zar acciones que tiendan a garantizar estos derechos 
y a priorizar la estrategia de métodos anticonceptivos 
como un mecanismo de prevención de las muertes 
maternas de las mujeres (Decreto 32-2010).
3. CONCLUSIONES
Existe un amplio marco legal que aborda el derecho 
a la vida, especialmente refiriéndose a la persona 
humana, por lo cual se debe tomar en consideración 
la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH), en la que ha se ha estableci-
do que el embrión no puede ser considerado como 
una persona y que cualquier protección debe enten-
derse en relación a la madre (Corte IDH, 2012). 
Esta sentencia debe ser vinculante con el marco legal 
del país, puesto que existen expedientes de la Cor-
te de Constitucionalidad en los cuales se reconocen 
el control de convencionalidad para la admisión de 
sentencias de la Corte IDH, aunque estas no sean 
contra el Estado de Guatemala. 
Es importante realizar abordajes del aborto desde el 
ámbito de los derechos humanos de las mujeres y 
desde la garantía del derecho a la libertad de decidir 
libremente sobre su cuerpo, tomando en cuenta los 
avances científicos que dan otra perspectiva del mo-
mento en el que inicia en el no nacido, la formación 
de las neuronas, de los sentidos y de la experimen-
tación del dolor, elementos importantes para hablar 
del inicio de la vida (Royal College of Obstetricians 
and Gynaecologists, 2010).
Existen países donde está totalmente penalizada la 
interrupción de los embarazos y las penas son muy 
fuertes, y otros países con mayor desarrollo donde se 
ha despenalizado como una estrategia de resguardar 
las vidas de las mujeres y reforzar los mecanismos de 
prevención de los embarazos no deseados, no plani-
ficados o forzados. 
Prohibir el derecho a decidir de las mujeres sobre sus 
cuerpos, representa también una vulneración al dere-
cho de igualdad, puesto que el Estado no ha garanti-
zado en muchos casos el cumplimiento de la Ley de 
Acceso Universal y Equitativo a Métodos de Planifi-
cación Familiar y su Integración al Programa de Salud 
Reproductiva (Decreto 87-2005) por lo tanto, no existe 
una igualdad en el acceso a tales métodos y programas 
preventivos del embarazo en las mujeres en general, 
especialmente las rurales, las adolescentes y jóvenes.
Además, existen muchos casos de violencia sexual, 
de los cuales se deriva un embarazo no deseado, y 
que pone en riesgo la vida de las mujeres, principal-
mente cuando estas son niñas. Al respecto de estos 
casos ya se ha manifestado el relator contra la tortu-
ra, y existe evidencia científica del daño emocional y 
el peligro físico que representa un embarazo en estas 
circunstancias.
Los derechos de las mujeres son fundamentales, y 
en ese sentido el derecho a la vida debe entenderse 
como la protección a las personas para que no se 
vulnere la vida, la dignidad, libertad y que pueda 
gozar de las mejores condiciones para desarrollar-
se adecuadamente, no solamente el hecho de vivir, 
sino más bien, el vivir una vida digna.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
establecido en la sentencia del caso Artavia Murillo 
(Corte IDH, 2012) que la mujer debe reconocerse 
como sujeta de derechos y que “El embrión no es 
persona: la protección del embrión se realiza a tra-
vés de la mujer embarazada”. Lo cual puede enten-
derse según la mencionada sentencia de la Corte, 
que el derecho del embrión es en cuanto a la pro-
tección de los derechos de la mujer, puesto que el 
embrión no puede existir físicamente sin la mujer, 
pero la mujer sí puede subsistir sin el embrión. Por 
lo que el objeto directo de la protección del artículo 
4.1 de la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, es la protección a la mujer embarazada y no 
al embrión. Dicha sentencia fue argumentada por la 
Corte, apoyándose del Sistema interamericano de 
derechos humanos y el Sistema universal de los de-
rechos humanos.
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En ese sentido, la mujer es sujeta de derechos y 
es importante enfatizar que, para la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, el artículo 4 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos 
establece que la concepción debe ser entendida 
como la implantación, la cual ocurre desde el mo-
mento en que el embrión se implanta en el útero 
de la madre por lo que una de las conclusiones de 
la Corte Interamericana es que el artículo 4 de la 
Convención no procede aplicarlo antes de dicha 
implantación. Además, existen estudios de la Aso-
ciación de Ginecólogos y Obstetras de Gran Breta-
ña (2010) los cuales han establecido que antes de 
la semana número 12 de gestación, no existe dolor 
y tampoco una formación de los sentidos, por lo 
cual la interrupción del embarazo es factible, sin 
provocar sufrimiento en el feto.
Privilegiar los derechos del embrión o del no nacido, 
ante los derechos de las mujeres a decidir libremente 
sobre sus cuerpos, sus vidas y sus proyectos de cómo 
vivirla, es una vulneración total a todos los marcos 
legales y especialmente a los derechos a la libertad, 
la igualdad, la seguridad y el desarrollo integral de 
la persona.
Es fundamental que el actual Código Penal de Gua-
temala sea reformado en armonía con los convenios 
y tratados internacionales en materia de derechos 
humanos y de los marcos legales vigentes que esta-
blecen los derechos humanos de las mujeres, y en 
especial los derechos sexuales y reproductivos, sean 
cumplidos como un mecanismo de protección, pre-
vención de los embarazos no deseados, atención de 
los casos donde la mujer decida libremente sobre 
la interrupción voluntaria del embarazo, reparación 
para los casos donde se vulneren los derechos de las 
mujeres, especialmente en el ámbito de la sexuali-
dad y la reproducción. 
Es fundamental que se trabaje por fortalecer el es-
tado laico, y se legisle conforme a los derechos hu-
manos y no desde las creencias religiosas y los roles 
de género que reproducen machismo, misoginia, 
desigualdad entre hombres y mujeres y control hacia 
los cuerpos de ellas.
Se debe garantizar la reparación de mujeres vícti-
mas de violencia sexual, especialmente las niñas, 
y garantizarles el cumplimiento de los derechos a 
decidir si se quiere tener hijos o no, y evitar las 
maternidades forzadas que afectan la salud psico-
lógica de las mujeres y que representan una forma 
de tortura. 
Dos de las formas más invisibilizadas de la violen-
cia en contra de las mujeres son especialmente la 
sexual y psicológica en la cual también entra la 
maternidad forzada, ya que según el Comité contra 
la Tortura, obligar a una mujer a llevar un emba-
razo a término, en esa situación representa “Una 
constante exposición a las violaciones cometidas 
contra ellas, lo que supone un grave estrés traumá-
tico con el riesgo de sufrir prolongados problemas 
psicológicos, tales como ansiedad y depresión” 
(Méndez, 2013).
Actualmente en el Congreso de la República de 
Guatemala se está discutiendo la iniciativa de pro-
tección a la familia, que es un marco legal que, entre 
otras vulneraciones a los derechos humanos, preten-
de establecer penas más fuertes para la interrupción 
voluntaria del embarazo, lo cual de aprobarse será 
un retroceso a los avances en materia de derechos 
sexuales y reproductivos, una contradicción al prin-
cipio de progresividad de los derechos humanos y al 
control de convencionalidad en relación a conven-
ciones internacionales.
Es por ello fundamental, empezar el debate sobre los 
derechos humanos de las mujeres y la vulneración a 
estos que en Guatemala se manifiesta desde la vio-
lencia estructural que no garantiza el acceso a los 
servicios, a la información y a los métodos, y por lo 
cual existen muchos casos de embarazos no desea-
dos que cada año interfieren en el proyecto de vida 
de las mujeres y en el desarrollo del país.
Además, es muy importante generar investigación 
social desde la academia, para contribuir con argu-
mentos convincentes al debate, que ayuden a frenar 
las iniciativas de ley que representen un peligro para 
los derechos humanos.
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